Santiago, 10 de enero de 2000.





	Por oficio Nº 2.665, de 15 de diciembre de 1999, V.S. ha remitido a esta Corte Suprema, en conformidad con los incisos segundo y tercero del artículo 74 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, copia del proyecto de ley iniciado por diversos diputados para obligar a los establecimientos educacionales que no cuenten con reconocimiento del Ministerio de Educación a informar de este hecho y a los establecimientos educacionales que impartan enseñanza especial a informar sobre el número de profesionales con que cuentan y sus especialidades y las horas semanales contratadas con cada uno de ellos.


	La iniciativa establece las obligaciones indicadas en sus primeros dos artículos y en el tercero dispone:


	“Artículo 3º.- Será competente para conocer de las infracciones señaladas en los artículos anteriores el juez de policía local que corresponda al lugar donde se encuentra ubicado el establecimiento educacional denunciado”.


	El procedimiento será el que disponen los artículos 50 y siguientes de la ley Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores. No será necesario tener interés actual para hacer la denuncia. El Tribunal podrá aplicar al establecimiento una multa de hasta veinte unidades tributarias anuales”.


	Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte Suprema el día 7 de los corrientes, presidido por el infrascrito y con la asistencia de los ministros señores Jordán, Faúndez, Carrasco, Correa, Garrido, Navas, Libedinsky, Ortiz, Benquis, Gálvez, Rodríguez, Pérez, Álvarez Hernández, Marín, Yurac y Espejo, acordó hacer presente las observaciones que siguen en relación con la iniciativa legal objeto de la solicitud del informe.


a)	El proyecto no enmienda formalmente el Código Orgánico de Tribunales, que es “la ley Orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales” a que se refieren el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la Ley Orgánica constitucional Nº 18.918, al prescribir que ese cuerpo legal no puede modificarse sin oír previamente a esta Corte.


	Sin embargo, en la medida que las infracciones que indica el artículo 3º de la iniciativa serán conocidas por el juez de Policía Local correspondiente al lugar de ubicación del establecimiento educacional, el proyecto modifica la actual competencia de estos tribunales comunales. Por otra parte, el inciso segundo de la misma disposición sujeta tales infracciones al procedimiento previsto en los artículos 50 y siguientes de la ley Nº 19.496, cuyo artículo 56 declara que en lo no previsto en él se aplicarán las normas de la ley �Nº 18.287, sobre procedimiento ante los Juzgados de Policía Local. Como el Título III de este último cuerpo legal regula, a su vez, la apelación ante la Corte de Apelaciones respectiva de las sentencias definitivas y de las resoluciones que hagan imposible la continuación del juicio dictadas por los jueces de policía local, resulta que el proyecto indirectamente viene a ampliar también la competencia de las Cortes de Apelaciones, en cuanto estos tribunales ordinarios pasarían a revisar resoluciones dictadas por los jueces de policía local en las materias a que se refiere la moción.


b)	En tal virtud, esta Corte debe limitarse a reiterar la observación expresada anteriormente en informes recaídos en otros proyectos de ley que significan aumentar las funciones de los tribunales de justicia, en orden a que estas iniciativas deberían proveer los recursos financieros, administrativos y de personal adicionales para enfrentar la mayor carga de trabajo que implica todo incremento de la competencia de un órgano jurisdiccional, lo que se omite en la presente moción. Esta condición es indispensable para prevenir se resientan las actuales actividades de los tribunales afectados e importaría dar cabal cumplimiento a la norma que encierra el inciso cuarto del artículo 64 de la Carta Política, según la cual, “no podrá el Congreso aprobar ningún nuevo gasto con cargo a los fondos de la Nación, sin que se indiquen, al mismo tiempo las fuentes de recursos, necesarios para atender dicho gasto”.


c)	Finalmente, esta Corte debe expresar que aunque el artículo 3º de la moción alude a “las infracciones señaladas en los artículos anteriores”, la verdad es que los artículos 1º y 2º del proyecto no establecen infracciones, sino imponen obligaciones cuyo incumplimiento puede configurar las faltas que se pretenden perseguir y sancionar antes los referidos tribunales.


	Es todo cuanto puede este Tribunal informar en torno al proyecto en examen.


	Saluda atentamente a V.S.





	(Fdo.): HERNÁN ÁLVAREZ GARCÍA, Presidente; CARLOS A. MENESES PIZARRO, Secretario.
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